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SENTENCIA N.° 187-18-SEP-CC

CASO N.° 1410-13-EP

CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

La señora Gladys Del Pilar Garrido Andrade, por sus propios y personales

derechos, presentó el 28 de junio de 2013 una demanda de acción extraordinaria

de protección en contra de la resolución dictada el 18 de junio de 2013 a las 12:31,

por la Primera Sala de Garantías Penales de la Corte Provincial de Justicia de

Pichincha, que resolvió dejar de contar con su acusación particular, dentro del
juicio penal por el presunto cometimiento del delito de hurto, seguido en contra de

Emilio José Touma Cusme, signado en dicha Corte Provincial con el N.° 17121-
2013-0126.

La Secretaría General de la Corte Constitucional certificó el 19 de agosto de 2013,
que en referencia a la acción N.° 1410-13-EP, no se ha presentado otra demanda

con identidad de objeto y acción.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional conformada por las juezas y juez
constitucionales: María Del Carmen Maldonado Sánchez, Wendy Molina Andrade
y Patricio Pazmiño Freiré, el 02 de mayo de 2014, admitió a trámite la acción

extraordinaria de protección N.° 1410-13-EP.

De conformidad con el sorteo realizado por el Pleno de la Corte Constitucional en
sesión ordinaria el 10 de junio de 2014, el secretario general remitió el expediente
al despacho de la jueza constitucional sustanciadora: Dra. Wendy Molina Andrade,

quien mediante providencia dictada el 02 de mayo de 2018, avocó conocimiento
de la causa, disponiendo la notificación con el contenido de dicha providencia a la

legitimada activa, terceros interesados y a los jueces de la Primera Sala de

Garantías Penales de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, a fin de que estos
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últimos, en el término de 5 días, presenten un informe de descargo debidamente
motivado sobre los argumentos en que se fundamenta la demanda.

Sentencia, auto o resolución con fuerza de sentencia que seimpugna

A través de la presente acción constitucional, la señora Gladys Del Pilar Garrido
Andrade por sus propios y personales derechos, presentó una demanda de acción
extraordinaria de protección en contra de la resolución dictada el 18 de junio de
2013 a las 12:31, por la Primera Sala de Garantías Penales de la Corte Provincial
de Justicia de Pichincha, la cual señala en su partepertinente lo siguiente:

(...) Al encontrarse legalmente integrado, este Tribunal de Alzada, luego de haberse
evacuado la audiencia oral, pública y contradictoria, de conformidad con lo previsto en
los artículos 168, número 6; y, 169 de la Constitución de la República del Ecuador, en
concordancia con los artículos 205.1, 325.1 y 336 del Código de Procedimiento Penal,
emite su pronunciamiento por escrito sobre el recurso de nulidad deducido por el
procesado, señorEmilio JoséTouma Cusme, del autode llamamiento ajuicio dictado por
la Jueza Primera de Garantías Penales de Pichincha, el 05 de enero de 2013, a las 17h30;
ante lo cual la Sala realiza las siguientes consideraciones: (...) SEGUNDA.-
ANTECEDENTES: (...). El Juez A-quo, dando cumplimiento a las normas
constitucionales y legales y por cuanto las partes procesales no solicitaron vicios de
nulidad, la autoridad antes mencionada declaró la validez procesal y respecto de la
solicitud realizada por el abogado del procesado, se deja de contar con el acusador
particular, por cuanto dicha acusación particular, fue presentada fuera del tiempo
establecido en el Art. 57, en concordancia con el Art. 217 del Código de Procedimiento
Penal. (...).- CUARTA.- ANÁLISIS DE LA SALA: (...) En cuanto a la alegación que
hace referencia a la acusación particular, consta de las tablas procesales que la acusación
no fue calificada y se dejó de contar con la misma por haberse presentado
extemporáneamente, lo cual también lo reitera esta Sala en líneas anteriores, por lo que
nose ha violentado el derecho a la defensadel procesado; se observaquese han respetado
las garantías constitucionales del debido proceso, las alegaciones realizadas son de forma
y no de fondo, las mismas que no han influenciado en la decisión de la causa. Por las
consideraciones expuestas y en virtud de no existir motivos de nulidadconforme se deja
indicado anteriormente, puestoque se ha dado cumplimiento con las exigencias legalesy
el debido proceso, la Sala resuelve por unanimidad, rechazar el recurso de nulidad

interpuesto por EmilioJosé Touma Cusme, por ser improcedente e infundado, razón por
la cual se declara la validez de las actuaciones judiciales, y se ratifica el auto de
llamamiento a juicio dictado por la Jueza Primero de Garantías Penales de Pichincha,

déjese de contar con el acusador particular de conformidad con lo que determina el Art.
57 del Código de Procedimiento Penal. (...).
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La señora Gladys Del Pilar Garrido Andrade, por sus propios y personales
derechos, presentó ante la Fiscalía de Pichincha, una denuncia por el presunto
delito de falsificación de instrumentos privados, manifestando que su empleadora
Isabel Cristina Pinto Mancheno tuvo que viajar a Estados Unidos, y previamente
le entregó varios cheques firmados en blanco para liquidar obligaciones pendientes
de su empleadora, respaldadas en liquidaciones y facturas debidamente destinadas,
durante su ausencia; sin embargo, el 25 de noviembre de 2010 a las 09:00, la señora

Gladys Del Pilar Garrido Andrade, hoy accionante, se percató que el cheque N.°

0003130 de la cuenta corriente N.° 0345080-5 del Banco del Pacífico fue sustraído

y efectivizado en su cobro por medio del Banco Pichincha en la cuenta del señor

Emilio Touma por la suma de USD $ 1.325,00, sin siquiera conocerlo, peor aún
tener este ninguna calidad de beneficiario para recibir ese pago.

La Fiscalía de Pichincha, mediante pronunciamiento de 21 de diciembre de 2010,

dio inicio a la respectiva indagación previa que fue signada con el N.° 121081-
2010-BGE, y luego de practicarse varias diligencias, se le imputó al señor Emilio

José Touma Cusme, por el presunto delito de abuso de confianza.

Luego del sorteo legal respectivo, la causa correspondió al Juzgado Primero de
Garantías Penales de Pichincha, bajo el juicio N.° 17251-2012-0377; y, el 3 de
mayo de 2012 a las 10:39, tuvo lugar la audiencia de formulación de cargos ante

la jueza de dicha judicatura. En esa misma fecha y mediante el auto
correspondiente, se dio inicio a la instrucción fiscal, dictándose prisión preventiva
en contra de José Emilio Touma Cusme. El acusado interpuso recurso de apelación
en contra de dicho auto y la Primera Sala de Garantías Penales de la Corte

Provincial de Justicia de Pichincha, rechazó dicho recurso por improcedente.

Posteriormente y dentro del mismo juicio, el 24 de agosto de 2012 la hoy
accionante presentó acusación particular ante dicha jueza, y fue admitida a trámite
mediante decreto de 21 de septiembre de 2012.

Mediante pronunciamiento de 5 de octubre de 2012, la Fiscalía de Pichincha dio
por concluida la Instrucción Fiscal.
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El 17 de diciembre de 2012 a las 14:39, ante la jueza primera de garantías penales
de Pichincha, tuvo lugar la audiencia preparatoria del juicio y de formulación del
dictamen; y, mediante auto de 5 de enero de 2013, dicha jueza dictó auto de
llamamiento a juicio en contra del acusado Emilio José Touma Cusme, en el que
se cambió el tipo penal a hurto.

Dicho acusado interpuso recurso de nulidad; y, mediante Resolución dictada el 18
de junio de 2013 por la Primera Sala de Garantías Penales de la Corte Provincial
de Justicia de Pichincha, se rechazó el recurso, y asimismo se resolvió dejar de
contar con la acusación particular presentada por la accionante.

La accionante solicitó una ampliación a los jueces de dicha Sala de la Corte
Provincial de Pichincha, para que se deje sin efecto la parte resolutiva de la
Resolución dictada el 18 de junio de 2013, en la cual se resolvió dejar de contar
con su acusación particular; y, mediante decreto dictado el 25 de junio de 2013,
dicha Sala negó por improcedente su pedido.

Finalmente, la accionante interpuso una acción extraordinaria de protección que
en la Corte Constitucional fue signada con el N.° 1410-13-EP.

Descripción de la demanda

Argumentos planteados en la demanda

La accionante en lo principal, manifiesta lo siguiente:

Por reunidos los requisitos de ley [sic] la señora Jueza acepta al trámite mi acusación
particular en la causa seguida contra el señor EMILIO TOUMA, providencia
debidamente ejecutoriada.

El proceso se eleva a la Corte Provincial por recurso de nulidad y, corresponde a la
Primera Sala la que, realizada la audiencia dicta el Auto Resolutivo el 18 de junio del
2013 que, en la parte final dispone que se deje de contar con el acusador particular, de
acuerdo al Art. 57 del Procedimiento Penal [sic].

Considerándome perjudicada solicité la ampliación del mencionado auto apoyando mi
pedidoen el Art. 57 del Código de Procedimiento Penaly, el Art. 4 del Código Sustantivo
Penal que prohibe al juzgador la interpretaciónextensiva de la ley y que, debe someterse
al texto; y los Señores Jueces Provinciales desestiman mi pedido por improcedente, sin
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fundamentar esa improcedencia y [sic], interpretando extensivamente el Art. 4 referido,
lo cual estaba prohibido por la Ley. (...)

Se ha violado el inciso segundo del Art. 282 del Código de Procedimiento Civil, que
dispone que toda ampliación de un fallo debe correrse traslado a la contraparte antes de

la Resolución, cosa que no ha ocurrido, sino que la Corte Provincial niega mi solicitud
por improcedente sin fundamentar su negativa en ninguna disposición legal.

Derechos constitucionales presuntamente vulnerados

Dentro de la demanda de acción extraordinaria de protección formulada por la

accionante, se alega en lo principal la vulneración de los siguientes derechos
constitucionales: al debido proceso en la garantía del derecho a la motivación,

previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 1) de la Constitución de la República; y,

a la seguridad jurídica, establecido en el artículo 82 de la misma Norma Suprema.

Pretensión concreta de la accionante

Bajo los argumentos expuestos, la accionante solicita a esta Corte:

"que...comprobando la verdad de mi derecho, se sirva aceptar esta acción
extraordinaria de protección, con todos los efectos jurídicos a que tiene lugar".

Contestación a la demanda

Conforme se desprende del expediente constitucional, el 09 de mayo de 2018, la
Dra. Maritza Romero Estévez, jueza de la Sala Penal de la Corte Provincial de
Pichincha, ha presentado dentro del término fijado un informe de descargo sobre
los argumentos que fundamentan la demanda de acción extraordinaria de
protección, manifestando en lo principal lo siguiente:

(...) Dentro de la acción extraordinaria de protección la accionante señala que su acusación
particular fue descartada por la Corte Provincial de Pichincha, hecho que carece de total
veracidad pues conforme consta del proceso la acusación particular no fue calificada y se dejó
de contar con la misma en el Juzgado Primero de Garantías Penales de Pichincha, por haberse
presentado extemporáneamente, en base al Art. 57 del Código de Procedimiento Penal,
normativa con la que se tramitó la mencionada causa.

En ningún momento la Resolución emitida por la Primera Sala de lo Penal de fecha 18 de
unió de 2013 ha violentado los derechos constitucionales de la accionante, más aún que

siendo un tema meramente jurisdiccional que resolvió la Corte Provincial, se actuó conforme

: Octubre N16-
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lo dispuesto en los artículos 168, número 6, 169 de la Constitución de la República del
Ecuador, en concordancia con los artículos 205.1, 325.1 y 336del Código de Procedimiento
Penal; al igual que los artículos 336 del Código de ProcedimientoPenal, en concordanciacon
el artículo 208, número 1 del Código Orgánico de la Función Judicial. Al no encontrar
fundamento enel recurso de nulidad presentado porelprocesado Emilio José Touma Cusme,
se desechó el mismo y se declaró la validez del auto de llamamiento a juicio.

Las actuaciones emitidas tanto en la Resolución que resuelve el recurso interpuesto como las
providencias de trámite han cumplido con normas constitucionales y legales.

Garantizando la seguridad jurídica el fallo está debidamente motivado conforme lodispuesto
enel Art.76 numeral 7 literal 1) de la Constitución de la República, respetando la Constitución
normas jurídicas previas, claras, públicas.

El recurso planteado fue resuelto oportunamente, recalcando que la suscritaconoció la causa
a partir del 23 de mayo de 2013, resolviéndose el recurso el 7 de junio del mismo año,
salvando mi responsabilidad en actuaciones anteriores emitidas por los Jueces Anacelida
Burbano (Presidenta de la Sala Penal),PatricioSánchezy abogado CarlosGárate, recalcando
que la doctora Anacelida Burbano continuo en el proceso como Jueza Presidenta y
sustanciadora en la presente causa.

En la causa en la instancia correspondiente se ha asegurado el derecho al debido proceso de
acuerdo a las garantías básicas dispuestas por la Constitución de la República, siendo que en
la audiencia celebrada en la Corte Provincial fue oral, pública y contradictoria y en la misma
ejercieron su derecho a la defensa tanto el procesado como la presunta víctima esto es la
señora Gladys del Pilar Garrido Andrade, misma que intervino en la audiencia a través de su
abogado defensor doctor Guillermo Landázuri.

Cabe resaltar que una vez resuelto el recurso planteado y en vista que la señora Gladys del
Pilar Garrido Andrade, presentó Acción Extraordinaria de Protección se remitió conforme
consta en providencia de fecha 5 de julio de 2013, el expediente íntegro a la Corte
Constitucional. (...)

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE

CONSTITUCIONAL

Competencia

La Corte Constitucional es competente para conocer y resolver las acciones
extraordinarias de protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones
con fuerza de sentencia, de conformidad con lo previsto en los artículos 94 y 437
de la Constitución de la República del Ecuador, en concordancia con los artículos
63 y 191 numeral 2 literal d) de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
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Control Constitucional, y con el artículo 3 numeral 8 literal c) y tercer inciso del
artículo 46 de la Codificación del Reglamento de Sustanciación de Procesos de
Competencia de la Corte Constitucional.

Legitimación activa

La accionante se encuentra legitimada para interponer la presente acción
extraordinaria de protección, en virtud de cumplir con los requerimientos
establecidos en el artículo 437 de la Constitución de la República del Ecuador y de

conformidad con el artículo 439 ibidem, que establece que las acciones
constitucionales podrán ser presentadas por cualquier ciudadana o ciudadano

individual o colectivamente y en concordancia con el artículo 59 de la Ley

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

Naturaleza jurídica y objeto de la acción extraordinaria de protección

La acción extraordinaria de protección prevista en el artículo 94 de la Constitución
de la República del Ecuador es una garantía jurisdiccional creada por el
constituyente con el fin de garantizar, proteger, tutelar y amparar los derechos
constitucionales y el debido proceso que por acción u omisión, sean violados o
afectados en las decisiones judiciales.

La acción extraordinaria de protección procede exclusivamente en contra de
sentencias, autos definitivos o resoluciones con fuerza de sentencia, una vez que

se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal,
a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la

negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado.

En tal razón es un mecanismo excepcional que busca garantizar la supremacía de
la Constitución frente a acciones y omisiones en las actuaciones de los jueces. No

se trata de una instancia superpuesta a las ya existentes, ni la misma tiene por
objeto deslegitimar o desmerecer la actuación de los jueces ordinarios; por el
contrario, tiene como único fin la consecución de un sistema de justici

caracterizado por el respeto y sujeción a la Constitución.

12 de Octubre N16-114 y pasaje Nic:

www.corteconstitucional.gob.ee



Caso N.» 1410-13-EP Página 8de 16

Determinación y desarrollo del problema jurídico

La legitimada activa alegó la vulneración del derecho al debido proceso en la
garantía de la motivación de las resoluciones, ydel derecho a la seguridad jurídica.
No obstante, se desprende que la argumentación principal expuesta enla demanda
de acción extraordinaria de protección se dirige a justificar la falta de motivación
de la decisión impugnada, ya que la accionante hace hincapié en que en la
resolución dictada dentro del recurso denulidad interpuesto por el acusado, laSala
resolvió desechar su acusación particular presentada, sin fundamento alguno.

En atención a lo expuesto y con el fin de resolver la presente acción extraordinaria
de protección por parte de esta Corte Constitucional, el análisis del presente caso
se sistematizará a partir de la formulación y solución del siguiente problema
jurídico:

La resolución dictada el 18 de junio de 2013, por los jueces de la Primera Sala
de Garantías Penales de la Corte Provincial de Pichincha, ¿vulnerael derecho
al debido proceso en la garantía de la motivación consagrado en el artículo76
numeral 7 literal 1) de la Constitución de la República?

Al completar y aclarar la presente acción extraordinaria de protección, la
legitimada activa ha indicado que la decisión judicial emitida el 18 de junio de
2013 carece de motivación por cuanto: "La Primera Sala de Garantías Penales en
su auto resolutivo del 18 de junio del 2013 dispone que se deje de contar con el
acusador particular, de acuerdo alArt. 57 del Código deProcedimiento Penal que,
perjudica mi derecho, lesionan mis intereses como acusadora particular, viola
normas constitucionales, procesales y sustantivas del derecho penal, dejándome en
la indefensión y, permitiendo que el delincuente no reciba la sanción que le
corresponda.", solicitando: "se sirva aceptar esta acción extraordinaria, con todos
los efectos Jurídicos a que tiene lugar".

El derecho al debido proceso consagrado en el artículo 76 de la Constitución de la
República, incluye un conjunto de garantías básicastendientes a tutelar un proceso
justo y libre de arbitrariedades en todas las instancias judiciales, indistintamente
de la naturaleza de estas; en consecuencia, el debido proceso es sin duda alguna un
pilar fundamental para la defensa de los derechos de las personas que intervienen
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dentro de un juicio, permitiendo la articulación de varios principios y garantías

básicas que permiten una correcta administración de justicia.

Para la Corte Constitucional, el debido proceso se constituye en el: "axioma
madre", el generador del cual se desprenden todos y cada uno de los principios y

garantías que el Estado ecuatoriano se encuentra obligado a tutelar1, por lo cual,
los jueces como garantes del cumplimiento de la Constitución y del ordenamiento
jurídico, deben ejercer todas las acciones necesarias para el cumplimiento y respeto
de este derecho.

En este sentido, la alegación de que se ha violentado el derecho al debido proceso
debe concretarse con la identificación precisa de las garantías reconocida en la
Constitución de la República, particular que en el caso subjudice tiene lugar, en
virtud de que la legitimada activa determina de manera específica y precisa la
garantía propia de este derecho que supuestamente fue vulnerado por la Sala en su
decisión. Precisamente, entre las garantías que reconoce este derecho, se encuentra
el de motivar toda resolución de los poderes públicos, según lo prevé el artículo 76
numeral 7 literal 1) de la Constitución de la República:

Artículo 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de
cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes
garantías básicas.

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías:

1) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación
si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no
se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos
administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se
consideran nulos.Las servidoraso servidores responsables serán sancionados.

En este sentido, la motivación impone al juez el deber de expresar en su resolución
los motivos de hecho y de derecho que sustentan lo decidido, bajo el único afán de
alcanzar una doble finalidad, por un lado, controlar la arbitrariedad del juzgador,
pues le impone justificar el razonamiento lógico que siguió para establecer una
conclusión y además, garantizar el legítimo derecho a la defensa de las partes,
considerando que estas requieren conocer los motivos de la decisión para
determinar si están o no conformes con ella.

•I. .^
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En base a los elementos previamente desarrollados, la Corte Constitucional ha
identificado la existencia de obligaciones concernientes a la motivación que van
más allá de citar normasy principiosdentro de su decisión, y de señalarcómoellos
se aplican al caso concreto. En realidad, el examen respecto de la motivación que
efectúa la Corte Constitucional se refiere además a la calidad de los argumentos
presentados. Consecuentemente, para que una sentencia se considere motivada
debe cumplir los requisitos de razonabilidad, lógica y comprensibilidad, así este
Organismo en la sentencia N. ° 227-12-SEP-CC estableció:

Para que determinada resolución se halle correctamente motivada es necesario que la
autoridad que tome la decisión exponga las razones que el derecho le ofrece para
adoptarla. Dicha exposición debe hacérsela de manera razonable, lógica y comprensible,
así como mostrar cómo los enunciados normativos se adecúan a los deseos de solucionar

los conflictos presentados. Una decisión razonable es aquella fundada en los principios
constitucionales. La decisión lógica, por su lado, implica coherencia entre las premisas y
la conclusión, así como entre ésta y la decisión. Una decisión comprensible, por último
debe gozar de claridad en el lenguaje, con miras a su fiscalización por parte del gran
auditorio social, más allá de las partes en conflicto2.

Teniendo en consideración aquello, a continuación, la Corte Constitucional
analizará los tres parámetros de la motivación:

En relación a la razonabilidad

A través del examen de razonabilidad se debe constatar la identificación por parte
de los jueces de las normas constitucionales y legales que les conceden
competencia dentro del caso concreto; además, se debe verificar que las
disposiciones normativas invocadas en la decisión judicial guarden conformidad
con la naturaleza y objeto de la controversia, de esta forma se tendrá certeza

respecto de las fuentes del derecho que han dado lugar a la decisión judicial y con
ello establecer si se trata de una sentencia razonable.

En función de aquello, en el caso sub examine es preciso considerar que la
resolución demandada proviene de la interposición de un recurso de nulidad por
parte del acusado Emilio José Touma Cusme (quien se fundamentó en la causal 3
del artículo 330 del extinto Código de Procedimiento Penal: "Cuando en la

!Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 227-12-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 1212-11-EP.
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sustanciación del proceso se hubiere violado el trámite previsto en la ley, siempre
que tal violaciónhubiere influido en la decisión de la causa."), no obstante, dentro
del mismo la Sala analiza y resuelve dos puntos distintos: primero, se pronuncia
respectoal recurso de nulidad planteado por el acusado Emilio José Touma Cusme,
y segundo,estudia las circunstancias en las que se presentó la Acusación Particular
por parte de la ahora accionante, y resuelve desecharla por extemporánea. En este
orden de ideas y según los argumentos expuestos por la accionante en la acción
extraordinaria de protección, esta Corte desarrollará un análisis de motivación con
respecto a lo resuelto en el segundo punto, mas no sobre la negativa del recurso de
nulidad.

Dentro de la consideración PRIMERA del fallo en análisis, la Sala de Garantías

Penales establece en primer lugar su competencia en virtud de lo que disponía el
artículo 336 del entonces vigente Código de Procedimiento Penal en lo

concerniente al trámite de dicho recurso, en concordancia con el artículo 208

numeral 1 del Código Orgánico de la Función Judicial.

En la parte final de los antecedentes constantes en la consideración SEGUNDA,

los jueces mencionan: "El Juez a-quo, dando cumplimiento a las normas
constitucionales y legales y por cuanto las partes procesales, no solicitaron vicios
de nulidad, la autoridad antes mencionada declaró la validez procesal y respecto

de la solicitud realizada por el abogado del procesado, se deja de contar con el
acusador particular, por cuanto dicha acusación particular, fue presentada fuera del
tiempo establecido en el Art. 57, en concordancia con el Art. 217 del Código de
Procedimiento Penal".

Al efecto, el artículo 57 del Código de Procedimiento Penal, establecía:

Art. 57.- Momento de la acusación.- La acusación particular podrá presentarse:

1. Al tratarse de delitos de acción pública, la acusación particular puede presentarse desde
el momento en que el Juez de garantías penales notifica al ofendido con la resolución del
Fiscal de iniciar la instrucción, hasta antes de la conclusión de la instrucción fiscal. (...)

En concordancia con el artículo 217 ibidem, que establecía:

A>rt. 217.- Inicio de la instrucción.- Cuando el fiscal cuente con la información necesaria

/^^---ylbs fundamentos suficientes para deducir una imputación, enviará ala sala de sorteos la\ k
¿r / petición al juez de garantías penales, afin de que señale día yhora para la audiencia deMM^
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formulación de cargos, acto en el que solicitará de estimar pertinente, las medidas
cautelares personales y reales. (...)

Elfiscal solicitará aljuezdegarantías penales que notifique con el inicio dela instrucción
a los sujetos procesales; y señalará además el plazo dentro del cual concluirá la etapa
de instrucción fiscal, la que en todo caso, no excederá de noventa días, con la
excepción prevista en elartículo 221. (Lo resaltado pertenece a la Corte) (...).

Finalmente, en la parte resolutiva del fallo, los jueces decidieron dejar de contar
con el acusador particular, señalando nuevamente el artículo 57 del Código de
Procedimiento Penal, previamente citado.

Por todo lo expuesto, se colige que la resolución impugnada enunció las distintas
fuentes de derecho que utilizan los jueces de garantías penales como fundamento
para resolver el desechamiento de una acusación particular, en especial el artículo
57 del extinto Código de Procedimiento Penal, concordante con el artículo 217
Ibídem. Adicionalmente, seevidencia que dichas fuentes, ensucontenido, guardan
relación con el momento para presentar la acusación particular, así como con la
competencia que se les otorga a los jueces para pronunciarse dentro de la causa.
Todo esto permite a la Corte Constitucional concluir que el fallo objetado en lo
que respecta al análisis y resolución de la acusación particular, cumple con el
parámetro de razonabilidad.

En relación a la lógica

Dentro del parámetro de la lógica, se debe verificar que la decisión judicial se
estructure ordenadamente, de tal forma que guarde la debida coherencia y relación
entre los hechos fácticos y las normas jurídicas, a fin de que los criteriosjurídicos
vertidos a lo largo de la sentencia guarden un hilo conductor con loshechos puestos
en conocimiento del operador de justicia. En otras palabras, el fallo debe ser
coherente entre las premisas fácticas (causas), las disposiciones aplicadas al caso
concreto (normas), y la conclusión (decisión final del proceso). Asimismo, la
lógica complementa el requisito de la razonabilidad, en cuanto permite que las
fuentes jurídicas sean aplicadas en el caso concreto en un esquema argumentativo
concatenado, lo cual es fundamental como ejercicio de motivación.

Siendo este el alcance del segundo presupuesto de motivación, corresponde ahora
establecer si los jueces que integran la Primera Sala de Garantías Penales de la \\
Corte Provincial de Justicia de Pichincha, dentro del ámbito de competencia qu 1
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les otorga la Constitución de la República y el extinto Código de Procedimiento
Penal, actuaron con claridad al desechar la acusación particular de la accionante,
dentro de la resolución del recurso de nulidad interpuesto por el acusado Emilio
José Touma Cusme, y, consecuentemente, de manera fundamentada; para lo cual
es oportuno centrar el análisis en las consideraciones expuestas en la consideración
CUARTA del fallo impugnado, el cual contiene losargumentos en derecho porlos
cuales se resolvió el recurso de nulidad, dejándose de contar con la acusación
particular presentada por la accionante.

Ahora bien, conforme se desprende de la resolución en análisis, se ha podido
evidenciar que los jueces de garantías penales, una vez que identificaron las
premisas fácticas del caso, es decir, las alegaciones formuladas por parte del
mencionado acusado dentro de su recurso de nulidad, desarrollan su
argumentación jurídica en el análisis respecto a la violación o no de los trámites
legales, siempre y cuando éstos hubieren influido en la decisión de la causa,
conforme se analizará en los párrafos siguientes.

LaSala de Garantías Penales desarrolla la parte motiva desu fallo bajo parámetros
puntuales, elprimero deellos la fundamentación del recurso ycontestación, yjunto
con ello la audiencia oral, pública y contradictoria debidamente realizada dentro
del trámite de este recurso (consideración TERCERA); y, un segundo parámetro
respecto de la violación o no de las alegaciones invocadas por el acusado
(consideración CUARTA). Ahora bien, tomando en cuenta esta puntualización, la
Sala de apelación dentro de la consideración CUARTA, valiéndose de la norma
legal correspondiente, expone el significado de dicha violación. En tal sentido, la
Sala de apelación manifiesta: "La violación del trámite referida en esta norma
legal, ha de entenderse como el de no observar el trámite propio de la naturaleza
de la causa o dar una sustanciación distinta a la prevista en la ley para esta clase
de acción".

Conforme a lo citado, tal como se desprende de la consideración CUARTA del
fallo, la Sala de Garantías Penales, efectivamente procedió a verificar si las
alegaciones planteadas por el acusado, constituyeron o no violaciones, y en lo que
respecta específicamente a la alegación que hace referencia a la acusación
particular, los jueces puntualizaron lo siguiente: "... consta de las tablasprocesales
ue la acusación no fue calificada y se dejó de contar con la misma por haberse
fésentado extemporáneamente...".

Av 12 de Oc
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En virtud al análisis efectuado, se observa que la resolución impugnada se
encuentra sustentada en las premisas fácticas y jurídicas necesarias para determinar
el desechamiento de la acusación particular, guardando entre sí una adecuada
coherencia y permitiendo que de la argumentación jurídica derive la conclusión
pertinente. Por lo tanto, la decisión judicial de dejarse de contar con la acusación

particular de la accionante, está dotada de un evidente proceso intelectual racional,
que posibilita que los considerandos del fallo mantengan estrecha conexión y que
de ellos se deduzca la decisión final, aplicándose de manera directa el artículo 57

del Código de Procedimiento Penal, concordante con el artículo 217 ibidem; y
siendo así, la sentencia dictada por la Primera Sala de Garantías Penales de la Corte

Provincial de Pichincha, cumple con el parámetro de la lógica propio de la garantía
constitucional de la motivación.

En relación a la comprensibilidad

A través de este último parámetro se puede analizar la claridad con la que un
operador de justicia ha transmitido sus criterios relacionados con la razonabilidad

y lógica dentro del texto de una sentencia, por lo que debe estar formulada de
manera concreta, inteligible, asequible y sintética, incluyendo las cuestiones de

hecho y derecho planteadas y el razonamiento seguido para tomar la decisión que

adopte.

Consecuentemente, dentro del fallo en análisis se advierte que las autoridades

jurisdiccionales han utilizado un lenguaje sencillo, claro y comprensible, sin el
empleo de frases oscuras o cargadas de tecnicismos que se deriven en un texto

ininteligible. En otras palabras, el lenguaje utilizado en la sentencia es capaz de
transmitir de modo adecuado las razones que fundamentan la decisión

jurisdiccional, en consecuencia, no se advierte una falta de comprensibilidad como

requisito configurador de la motivación.

En este sentido, esta Corte Constitucional una vez que ha determinado el
cumplimiento de los requisitos de razonabilidad, lógica y comprensibilidad

concluye que no ha tenido lugar una vulneración del derecho al debido proceso en

su garantía de motivación previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 1) de la
Constitución de la República respecto a la resolución de 18 de junio de 2013,

dictada por la Primera Sala de Garantías Penales de la Corte Provincial de
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Pichincha, al momento de resolver que se deje de contar con la acusación particular

presentada por la accionante.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional
expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Declarar que no existe vulneración de derechos constitucionales.

2. Negar la acción extraordinaria de protección planteada.

3. Notifíquese, publíquese y cúmplase.

Alfredo Rúlz Guzmán

PRESIDENTE

Razón: Siento(po/tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de
la Corte Constitucional, con ocho votos de las señoras juezas y señores jueces:
Francisco Butiñá Martínez, Pamela Martínez Loayza, Wendy Molina Andrade,
Marien Segura Reascos, Ruth Seni Pinoargote, Roxana Silva Chicaíza, Manuel
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RAZÓN.- Siento por tal, que la sentencia que antecede fue suscrita por el señor
Alfredo Ruíz Guzmán, presidente de la Corte Constitucional, el día lunes 11 de
junio del dos mil dieciocho.- Lo certifico.

JPCh/LFJ
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